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Desde la perspectiva dualista el 
nasciturus no puede ser considerado 
como persona. La llamada teoría psi-
cológica desarrolla hasta su máxima 
expresión este punto de vista. Entre 
los representantes más destacados de 
la misma aparece el bioeticista nortea-
mericano Tristram Engelhardt, para 
quien “no todos los seres humanos son 

racionales o capaces de formarse un 
concepto de la posibilidad de culpar o 
alabar”1. Punto de vista que es com-
partido y desarrollado también por 
Peter Singer, Michael Tooley y Martín 
Farrel, entre otros. 

Ricardo de San Víctor aporta otra 
perspectiva de razonamiento cuando 

“entellectua-
lis naturae incomunicabili exsisten-
tia”. De acuerdo a su concepción, la 
persona no es naturaleza sino que tie-
ne naturaleza, por lo que no está sim-
plemente en el universo como los de-
más seres vivos porque ella existe. La 
substancia es algo que está por debajo 
de la naturaleza, mientras que la exis-
tencia se encuentra por encima2. Por 
tanto, en esta interpretación ya se con-
cibe a la persona como un principio 

diferenciador del ser humano a partir 
de lo dado: la naturaleza intelectual. 
Siguiendo esta línea de pensamiento, 

en tanto que ente que existe, es única, 
irrepetible e insustituible. 

En este mismo tenor, Robert Spae-
mann señala: “Dado que los individuos 
normales de la especie homo sapiens 
se revelan como personas por poseer 
determinadas propiedades, debemos 
considerar seres personales a todos los 
individuos de esa especie, incluso a los 

ESTATUTO JURÍDICO  
DE LA PERSONA 

Dr. Jesús Armando Martínez Gómez
Licenciado en Filosofía por la Universidad “Mijail Lomonósov” de Moscú (1987) y 
Licenciado en Derecho por la Universidad “Martha Abreu” de Las Villas, Cuba (1999). 
Master en Globalización y Derecho por la Universidad de Girona, España (2005), 
Máster en Bioética por la Universidad Católica “San Vicente Mártir” de Valencia, 
España (2010) y Doctor en Ciencias Jurídicas por la Universidad de La Habana (2013). 
Vicedecano de Investigaciones y Postgrados y Profesor del Departamento de Derecho 
de la Facultad de Humanidades de la Universidad de Sancti Spíritus “José Martí Pérez”. 

(IX Congreso de la Federación de Centros e Instituciones de Bioética de Inspiración 
Personalista, La Habana, Cuba. mayo de 2013.)

CONTINUACIÓN DE LA PRIMERA PARTE



12 / mayo -  agosto 2014

que todavía no son capaces, no lo son 
ya o no lo serán nunca, de manifestar-
los”3. Desde esta otra óptica, la persona 
no se puede reducir a la constatación 
empírica de cualidades suyas por tra-
tarse de un supuesto ontológico de lo 
humano, consustancial a su esencia, 
de ahí que el nasciturus también deba 
ser considerado como persona, y se le 
deba reconocer su personalidad y capa-
cidad jurídicas, aunque obviamente no 
su capacidad de obrar. Esta concepción 
antropológica es la que subyace, por 
ejemplo, en los Códigos Civiles de Ar-
gentina, Nicaragua y Paraguay, en los 
que se distingue entre “persona por na-
cer” y “persona de existencia visible” o 
“persona nacida”. 

La concepción antropológica de Xa-
vier Zubiri hoy es analizada a menudo 
por juristas y bioeticistas para determi-
nar el estatuto ontológico del embrión, 
y en consecuencia también su estatuto 

-
pañol, la persona no se puede reducir 
al sujeto porque con ello se perdería su 
naturaleza, ni tampoco se puede diluir 
en esta última, porque se vería privada 
de su particular carácter de persona. Se-
gún Zubiri, la persona es una realidad 
sustantiva que es propiedad de sí mis-
ma, lo cual invoca también a su con-
dición ontológica de realidad constitu-
tiva, ya que los actos humanos “remi-
ten constitutivamente a las estructuras 
esenciales de donde emergen”. Ello lo 
hace ver a la persona como un punto 
de partida desde el cual se desarrolla la 

lo largo de la vida y es, por tanto, un 
punto de llegada o modo de ser de la 
persona, que a través de sus actos va 
modalizando las estructuras radicales 
del hombre, que él conceptualiza como 
personeidad. Por tanto, la personalidad 
tiene por base una estructura personal 
constitutiva del ser humano, y aparece 
como un “precipitado de los actos que 
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 A esto se añade, según el propio 
autor, la inteligencia como elemento 
presente en las propiedades constituti-

una esencia abierta a toda realidad y a 
la de sí mismo y le permite poseerse 
a sí como una realidad que es en sus 
actos para sí, con lo que se convierte 
la realidad personal en subsistente. Lo 
constitutivo y lo subsistente coexisten 
en unidad en la realidad sustantiva, 

de su estructura constitutiva, que en 
virtud de su inteligencia no sólo tiene 
existencia sino que es anterior a ella 
por ser subsistente5. 

Y aquí es donde comienzan las in-
terpretaciones. Para Zubiri, también 
los actos vegetativos y sensitivos son 
un ingrediente formal, constitutivo 
y básico de cualquier acto personal, 
que por tal razón no se podrá redu-
cir a la inteligencia o la conciencia6. 
Sin embargo, cabría preguntarse en-

la plenitud de su realidad sustantiva? 
Si planteamos que sí, el nasciturus es 
persona desde la concepción, y si res-
pondemos que no, pues entonces no lo 
es en sentido pleno, lo que alcanzará 

-

acabada de las estructuras de las que 
deberá emerger o brotar su componen-
te intelectivo. Diego Gracia sigue esta 
última solución y sostiene que el em-
brión no es persona hasta que alcanza 

ocurre hasta que la estructura natural 

para que aparezca la psiquis. De ahí 
su consideración de que no se deba 

sino con el fenotipo7. Las teorías del 
nacimiento, la viabilidad y la ecléctica 
parten del mismo supuesto que Gra-
cia, aunque extienden mucho más el 

-
ciencia constitucional, que consideran 
completada en el momento mismo del 
inicio de la vida extrauterina o cuando 
se haya consumado la demostración 
de su viabilidad. 

En oposición a esta interpretación, 
el punto de partida de Spaemann se 

lo humano sin más, posición defendi-
da por quienes consideran que el ser 
humano en general no existe, porque 
lo que existe en realidad son las per-

-
creto8 y se personalizan sin dejar de 
ser lo que son, pues su personalidad 
no es algo cualitativamente distinto a 
ellas mismas sino expresión de su ser9. 
Esta posición es defendida hoy tam-
bién a partir de una fundamentación 
epigenética, según la cual el nuevo 
ser que resulta de la concepción ya 
se diferencia del medio en que se en-
cuentra no sólo por su genotipo sino 
también fenotípicamente, pues es el 
mismo organismo el que evoluciona, 
no apreciándose saltos cualitativos en 
el proceso de su maduración biológi-
ca y psicológica, que se limita a desa-
rrollar creativamente lo dado. Así, las 
estructuras constitutivas de lo humano 
se expresan siempre individualmente, 
de forma única e irrepetible, lo que 
se aprecia ya en el hecho de que in-
dividuos con una misma secuencia de 
ADN (gemelos monocigóticos o uni-
vitelinos) logren ser fenotípicamente 
diferentes. De manera que el princi-
pio de diferenciación en qué consiste 
la persona está presente desde el mo-
mento mismo de la concepción y la 
primera división celular. 

g) Determinación del momento que 
marca la extinción de la persona 
humana. Es de común aceptación 
que la persona natural se extingue 
con la muerte, aunque sobre ella 

-
nuncie por igual el Derecho com-
parado, en el que se advierten, de 
acuerdo a los estudios realizados 
por Pérez Gallardo, tres posiciones 
fundamentales10: 

1) La no regulación del hecho de la 
muerte, seguida por aquellos Códi-

como causa de extinción de la per-
sonalidad, “ni tan siquiera para re-
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mitirla a reglamentaciones especia-
les”. Posición seguida por los Có-
digos civiles de Alemania, Austria, 
Francia y Holanda, y en América 
Latina por los Códigos de Venezue-
la y República Dominicana. 

2) La regulación de la muerte sólo al 
objeto de acreditar la prueba del 
hecho en sí o acontecimiento, a los 
efectos de hacer posible la tramita-
ción de procesos civiles, adminis-

-
les, entre otros, que inciden en el 
fallecido. Es el sistema que asume 
el Código Civil de Paraguay. 

3) La regulación de la muerte a través 
de sus efectos, en primer orden, la 
extinción de la persona humana, y 
con ello, de la personalidad y de la 
capacidad jurídica. Es la posición 
que atiende más a los efectos de la 
muerte que a su causa, para lo cual 
se necesita sentar jurídicamente 
las pautas para su determinación 

sigue el Código Civil patrio11, que 
es compartida en el Derecho com-
parado por los Códigos civiles de 
España, Bolivia, Colombia, Chile, 
Argentina, Panamá, Portugal, Cos-
ta Rica, Nicaragua, México para el 
D.F., Guatemala, Honduras, Perú, 
Brasil, El Salvador, Puerto Rico y 
Ecuador, entre otros.

de la muerte se hacía a partir del mo-
mento de la constatación del paro car-
diorrespiratorio, hoy se realiza tam-
bién sobre la base de su determinación 
por criterios de carácter neurológico. 

Los derechos inherentes a la per-
sonalidad 

De los dos pilares o instituciones 
claves del Derecho civil, la persona y 
el patrimonio, a este último es al que 
históricamente se le ha dedicado ma-
yor atención, por lo que no debe extra-
ñar entonces que el modelo de los de-
rechos subjetivos de mayor peso haya 
sido el de los derechos patrimoniales. 
Sin embargo, con el paso del tiempo 

el repertorio de los llamados derechos 
de la personalidad y su delimitación se 
ha incrementado y fortalecido en las 
normas políticas básicas de los Esta-
dos europeos, extendiéndose desde 
ahí -sobre todo después de la II Guerra 
Mundial- hacia otras latitudes. 

La razón anterior es una de las que 
más ha contribuido a que se acepte 
que la esfera jurídica de la persona 
la integran relaciones patrimoniales, 
tradicionalmente consideradas de na-
turaleza económica y susceptible, en 
principio, de valorarse en dinero; y 
no patrimoniales o también llamadas 
personales. En esta última categoría 
se han incardinado los llamados bie-

la integridad física, la libertad, el ho-
nor, la intimidad, el nombre, la pro-
pia imagen, entre otros- y los corres-
pondientes derechos subjetivos sobre 
ellos, los llamados derechos inheren-
tes a la personalidad, que son los que 
le garantizan al hombre el goce y el 
desarrollo de sus bienes personales, 
y consecuentemente la realización de 
sus potencialidades físicas y espiritua-
les. Esos bienes forman parte de noso-
tros mismos, por lo que se ha llegado 
a considerar que tienen un contenido 
ideal, inmaterializado12. En general, 
los derechos de la personalidad con-
sisten en los diferentes poderes que se 
le reconocen al sujeto sobre sus bienes 
personales, que son concebidos como 
algo distinto de la propia persona13, 
la cual no se puede reducir a ninguno 
de ellos por separado por ser cualita-
tivamente superior a la suma de sus 
partes, manifestaciones y/o cualidades 

Los derechos inherentes a la perso-
nalidad hoy se suelen agrupar en dos 
esferas fundamentales: la física o cor-
poral, que incluye el derecho a la vida, 
el derecho a la integridad física y el 
derecho a la libertad; y la moral, que 
comprende el derecho al nombre, el 
derecho al honor, el derecho a la inti-
midad y el derecho a la propia imagen.

En general, estos derechos se ca-
racterizan por ser originarios o inna-
tos porque nacen con la persona, son 
connaturales a ella, de ahí que no se 

necesite ningún mecanismo para su 
adquisición. El Derecho lo que hace 
es reconocerlos, lo cual varía de un 
país a otro ya que en algunos, como es 
el caso por ejemplo de Argentina, esto 
ocurre a partir del momento mismo de 
la concepción, mientras que en otros, 
como Cuba, se produce a partir del 
nacimiento, teniéndose al concebido 
“por nacido para todos los efectos que 
le sean favorables a condición de que 
nazca vivo”14. 

Son derechos vitalicios porque si-
guen a la persona durante toda su vida 
y terminan solo con la muerte de su 
portador o titular, y necesarios pues 
corresponden a toda persona y no pue-
den faltarle durante su vida, aunque 
en ciertos casos su ejercicio se pueda 
ver limitado por el ordenamiento jurí-
dico por razones de interés público15. 
También son esenciales porque atañen 
a la existencia física o jurídica del ser 
humano, como dice de Castro, y por-
que sin ellos la personalidad quedaría 
insatisfecha como concepto unitario 
y “privada de valor real”, de acuerdo 
con los planteamientos de Beltrán de 
Heredia16. También son derechos que 
se caracterizan por su inherencia por-
que son inseparables de la persona y, 
por tanto personales en el más estricto 
sentido del término por su unidad in-
disoluble con ella, con la que aparecen 

-
ligar. 

De esta última característica se deri-
van otras, como la de ser derechos in-
dividuales, pues se reconocen en favor 
de cada persona considerada indivi-

existencia física y moral, que es única 
e irrepetible en el género humano y, 
por tanto, distinta de las demás; priva-
dos, porque protegen al individuo en 
su interior o “hacia dentro” y no en su 
actuación externa o pública, es decir, 
que procuran asegurar la conservación 
y goce de la existencia física y moral 
en tanto que bien interno y esencial, 

-
te a otras, en las relaciones jurídicas 
que se establecen en condiciones de 
igualdad, entre particulares, y no en 
la esfera pública; y absolutos porque 
conceden a su titular un poder inme-
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diato y directo sobre el bien personal 
protegido, y pueden ejercitarse contra 
todos los miembros de la sociedad, 
erga omnes, reconociéndose la obli-
gación pasiva universal de respetarlos.

De igual forma se le puede reco-
nocer como derechos extrapatrimo-
niales, tomando como base el sentido 
económico tradicional de la palabra 
patrimonio17, ya que los bienes que 
protegen (vida humana, integridad fí-
sica, libertad, honor, intimidad, etc.) 
no pueden ser medidos en dinero no 
sólo por ser bienes internos o inheren-
tes y encontrarse fuera del patrimonio 
del titular, sino también por la estrecha 
relación que guardan con la dignidad 
de la persona humana, lo que no im-
pide que en caso de violación, la re-
paración alcance a una indemnización 
pecuniaria consistente en una com-
pensación, que en el caso de violación 
del derecho a la vida no se podría ha-
cer al titular del bien por su carácter 
irremplazable o insustituible sino a 
sus familiares, teniendo en cuenta las 
privaciones que como resultado de la 
pérdida tendrán que sufrir18. 

De esta característica se derivan 
otros caracteres, tales como ser indis-
ponibles porque su titular carece de 

absoluta- sobre los bienes objeto de 
estos derechos, pues de reconocérsele 
se estaría aceptando la posibilidad de 

-
ria al aspecto central de su contenido: 
la protección jurídica de la persona 
natural y la personalidad jurídica que 
posee, en virtud de la dignidad que le 
es inherente. 

Su carácter indisponible en términos 
absolutos, los hace irrenunciables19en 
igual medida , a la vez que intrans-
misibles toda vez que no pueden ser 
objeto de transmisión por actos inter 
vivos o por actos mortis causa, y mu-
cho menos enajenarse o ser objeto de 
contratación debido a su nexo orgáni-
co y necesario con el titular. También 
los torna inexpropiables e inembarga-
bles, siéndoles ajena la institución de 
la expropiación forzosa, que se puede 
ejercer sobre un bien patrimonial pero 
no sobre uno existencial; e impres-
criptible, pues debido a la inherencia 

de estos derechos a la propia persona, 
no prescriben las acciones para recla-
mar por su violación20.

También se consideran personalí-
simos, pues son derechos que corres-
ponde ejercer a su titular, por tratarse 
de bienes intrínsecamente relaciona-
dos con la propia persona y su digni-
dad. Ello explica la fuerte oposición 
a las decisiones por sustitución en el 
ejercicio de los derechos de la perso-
nalidad y en particular del derecho 
a la vida en el campo de la salud, de 
las que se ha abusado históricamen-
te al amparo de una concepción que, 

-
nalista- y siguiendo un estándar de 
“normalidad”, ha declarado incapaces 
o limitado drásticamente la capacidad 
de obrar de quienes de alguna mane-
ra se apartaban del mismo, ya sea por 
razones de enfermedad o inmadurez. 
En la actualidad, la concepción de la 
capacidad progresiva del menor y el 
modelo social de la discapacidad pa-
recen responder mucho mejor al ca-
rácter personalísimo de los derechos 
inherentes a la personalidad21, lo que 
ya se aprecia en la Convención Inter-
nacional sobre los Derechos del Niño 
(1989) y en la Convención de los De-
rechos de las Personas con Discapaci-
dad (2006)22, que se proyectan a favor 
de apoyarlos para que puedan ejercer 
por sí mismos sus derechos, lo que va 
siendo asumido y desarrollado por el 
pensamiento jurídico23 y biomédico24 
-sobre todo de contenido bioético- en 
el escenario patrio. 

Aunque no se pueda negar la exis-
tencia de casos excepcionales en los 
que se imponga la necesidad de susti-
tuir o representar a una persona en el 
ejercicio de sus derechos inherentes a 
la personalidad, lo cual atenta contra 
el reconocimiento doctrinal de su ca-
rácter personalísimo, hoy se observa 
la tendencia a tratar de que estos se re-
duzcan a su mínima expresión, y a que 
cuando resulte inevitable, la represen-
tación sea voluntaria. Todo esto evi-

las modernas concepciones éticas, los 
progresos de la psicología evolutiva y 
la teoría de .los derechos inherentes a 
la personalidad. 

Derechos de la personalidad y 
atención médica 

El paradigma moral prevalecien-
te hoy en la medicina ha permitido 
el reconocimiento del enfermo como 
sujeto autónomo, el cual ya no quiere 
establecer con su médico relaciones 
paternalistas sino las que se establecen 
entre “personas adultas” que mutua-
mente se necesitan y respetan. Desde 
la nueva perspectiva, la valoración de 
un proceder terapéutico como bueno 

-
jeta sólo a criterios médicos, siendo 
imprescindible también la evaluación 

-
lud, es decir, del propio paciente. Por 
tal razón, el procedimiento del con-

autonomía del paciente- se ha llegado 
a considerar como una parte constitu-
tiva del acto médico, y a interpretar su 
omisión como negligencia. Y en tales 

ejerce en oposición a la autonomía ya 

ocasionará un daño moral al paciente. 
Este nuevo enfoque ha logrado una 

amplia aceptación en nuestro país, 
donde desde 1989 se comenzó la en-
señanza de la bioética25, que cuenta 
entre sus frutos haber incidido en el 
perfeccionamiento de la relación mé-
dico-paciente para incrementar la par-
ticipación de este último en la toma de 
decisiones médicas, lo que todavía no 
cuenta con el respaldo jurídico nece-
sario. Y esto es algo que urge resolver 
porque con los cambios producidos 
la relación en cuestión adquiere cada 

genera tensión entre particulares, de 
lo cual dan cuenta múltiples trabajos 
e investigaciones de contenido bioéti-
co y biojurídico realizados por autores 
cubanos 26.

Si profundizamos en el contenido 
del acto clínico y la consiguiente rela-
ción médico-paciente, el interrogato-
rio (anamnesis), el examen físico, los 
estudios complementarios, el diagnós-
tico y la conducta terapéutica elegida 
recaen sobre bienes que son objeto de 
los derechos inherentes a la persona-
lidad (vida, integridad física, libertad, 
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intimidad, etc.), de ahí que salvo en si-
tuaciones excepcionales, el galeno y el 
equipo médico precisen del consenti-
miento del paciente para poder utilizar 
los medios diagnósticos y terapéuticos 
necesarios para resolver su problema 
de salud, el cual en principio no podría 
ser tácito porque debe estar precedido 
por la información clara y precisa al 
paciente para que pueda decidir con 
conocimiento de causa, con lo cual 
concuerda la Declaración Universal 
sobre Bioética y Derechos Humanos27. 

Sucede que el consentimiento in-
formado hoy es mucho más que un 
proceder médico o un componente de 
su lex artis, pues se ha convertido en 
un derecho subjetivo del paciente, y 

acto médico en las más variadas pro-
yecciones jurídicas que pueda presen-
tar (por ejemplo, civiles y penales). 
De ahí que la información misma y 
el consentimiento sean considerados 
deberes jurídicos del médico, como 
medio del respeto a la autonomía o 
autodeterminación del paciente, cuyos 
derechos inherentes a la personalidad 
mantienen plena vigencia a pesar del 
estado de disminución en que pueda 
encontrarse producto de su enferme-
dad. Todo ello sin perjuicio de que en 
situaciones extremas donde resulte 
afectada su capacidad, se pueda llamar 
a terceras personas para que lo sustitu-
yan o representen en la manifestación 
del consentimiento28. 

Estimamos que la verdadera no-
vedad de la doctrina y la praxis del 
consentimiento informado fue la de 
su sentido legitimador de las accio-
nes practicadas por el médico, pues 
como elemento del negocio jurídico 
se aplicó siempre en el ejercicio de la 

contrato de prestación de servicios el 
paciente se compromete a abonar una 
determinada suma de dinero, y a cam-
bio el médico a ofrecerle determinados 
servicios-, sin que con ello se superara 
el paternalismo médico. O sea, que el 
consentimiento informado concede al 

médico la autorización necesaria para 
poder hacer su trabajo sobre el cuerpo 
del paciente siempre y cuando éste no 
se arrepienta, y a este último el poder 

integridad física en el acto médico, 

haya- no se hace más que asegurar el 
procedimiento médico a través de la 
obligación de remuneración de la par-
te interesada, que genera en la otra la 
obligación correspondiente de presta-
ción. 

Por la importancia adquirida, hoy 
se ha llegado a considerar el consen-
timiento informado como un derecho 
humano negativo29, razón por la que 
en España se ha discutido si éste de-
biera entrar o no a la lista de derechos 

-
titución, sobre todo después de que la 
sentencia de la Sala 1ra del Tribunal 
Supremo, de 12 de enero de 2001, lo 
catalogara como un “derecho funda-
mental” que se sustenta en el derecho 
a la libertad para “decidir por sí mis-
mo en lo atinente a la propia perso-
na y a la propia vida y consecuencia 
de la autodisposición sobre el propio 
cuerpo”, entendiendo que este viene 
a ser una “consecuencia necesaria o 
explicitación de los clásicos derechos 
a la vida, a la integridad física y a la 
libertad de conciencia” 30. 

Una parte de la doctrina española 
-

timiento informado como fundamen-
tal por la sentencia del Alto Tribunal, 
considerando que sería mejor buscar 
su basamento en los derechos inheren-
tes a la personalidad, pues éste permi-
te a la persona decidir con autonomía 
sobre la propia vida e integridad física, 
afectadas por una enfermedad31, punto 
de vista compartido también en suelo 
latinoamericano por Santos Cifuen-
tes, para quien con el consentimiento 
informado el paciente “no hace otra 
cosa que ejercitar facultades que na-
cen de la integridad física, el derecho 
a la salud y al cuerpo”32. La Carta Eu-
ropea de Derechos Humanos parece 
seguir esta misma concepción doctri-
nal cuando ubica el consentimiento 
informado como parte del derecho a la 
integridad física33. 

A nosotros también nos parece que 
con independencia de que pueda en-
contrar o no protección constitucional, 
el derecho al consentimiento informa-
do se fundamenta en los derechos in-
herentes a la personalidad porque con 
él se procura proteger la autonomía de 
la persona en la relación médico-pa-
ciente, para que pueda tomar decisio-
nes que afectan a sus bienes esenciales 
(sobre todo la vida e integridad física) 
y en cierta medida también a los indi-
viduales y sociales (el honor, la inti-
midad, la propia imagen y el nombre). 

se sustenta en el derecho a la libertad 
inherente a la personalidad -que “no 
se limita a asegurar la libertad de los 
actos privados, sino que también ase-
gura la libre elección de los estilos de 
vida”34-, y sirve de medio para actua-
lizar las facultades de los demás de-
rechos personalísimos, sobre todo las 
del derecho a la vida y la integridad 
física, en la relación médico-paciente. 

Cabría entonces preguntarse si el 
consentimiento informado, que tiene 
por objeto proteger la autonomía del 
paciente y se potencia a través de las 
voluntades anticipadas, es un acto per-
sonalísimo. Teniendo presente que la 
característica fundamental del acto 
personalísimo es que nadie pueda rea-
lizarlo en lugar de la persona, Simón 
Lorda alega que la solución al proble-
ma planteado radica en la capacidad, 
de manera que cuando el paciente 
tiene la “capacidad legal y de hecho” 
será considerado personalísimo por-
que nadie puede dar el consentimiento 
por él, excluyéndose el ejercicio de las 

-
tad, tutela, cúratela, etc.-; pero cuan-
do se ve afectada su capacidad legal 
y de hecho, se reconocen excepciones 

-
miento sea emitido por otra persona en 
lugar del paciente, de ahí que entonces 
no pueda considerarse como un acto ni 
como un derecho personalísimo35.

El tratamiento jurídico y doctrinal 
del consentimiento informado indica 
que se trata de un derecho derivado 
de los personalísimos, que permite al 
paciente ejercer facultades que se ori-
ginan en éstos en su relación con el 
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médico, las cuales son concretadas y 
ampliadas mediante una tabla de de-
rechos que se asienta en el reconoci-
miento de su autonomía y dignidad. 
Por ello consideramos que todos los 
derechos reconocidos al paciente en-
troncan o se derivan de los derechos 
inherentes a la personalidad, que son 
los que le brindan una protección di-
recta a sus bienes personales. 

Lo planteado hasta el momento permi-
-

ñegil Espinosa, de que los derechos inhe-
rentes a la personalidad “poseen frente a 
otras categorías una ventaja muy impor-
tante, y es que su grado de reconocimien-
to, desde el punto de vista de la libertad, 
es máxima en cuanto a su desarrollo”36. 

A modo de conclusiones

La persona no se concibe sin el De-
recho, porque su existir es convivir. 
Ella se relaciona con sus semejantes 
en el proceso social de su vida y para 
ello son imprescindibles las normas 
que regulan las relaciones interper-
sonales, pues son las que le permiten 
desarrollarse y realizar su proyecto 
de vida dentro del bien común, sin lo 
cual no tendría sentido ni fundamento 
la humana existencia. 

El hombre se conceptualiza como 
persona en el Derecho, pero el valor 

-
cado que adquiere en la dogmática ju-
rídica, en la que resulta imprescindible 
la precisión de su contenido con rela-
ción a los conceptos “personalidad”, 
“capacidad” y “sujeto”, a través de 
los cuales logra manifestarse de forma 

relaciones jurídicas determinadas. 

Se es persona y se tiene persona-
lidad, y con ella surge la titularidad 
sobre aquellos derechos que le son 
inherentes en virtud de la dignidad in-
trínseca a cada ser humano, la cual se 
completa y actualiza constantemente 
mediante el reconocimiento jurídico 
de estos derechos y el establecimiento 
de garantías legales para su ejercicio 
en todas las esferas de la vida social, 
incluyendo la de la salud. 

El reconocimiento de la autonomía 
del paciente y su protección median-
te el consentimiento informado le ha 
permitido a éste ejercer facultades que 
se originan en sus derechos inherentes 
a la personalidad, que son desarrolla-
das a través de una tabla de derechos 
que ayuda a concretar su contenido en 
el ordenamiento jurídico, y en conse-
cuencia el ámbito de autonomía que se 
le reconoce a su titular sobre sus bie-
nes o atributos personales. 

Al analizar el estatuto jurídico de la 
persona natural no se debe perder de 
vista que ella es el ente que subyace 
en todas las expresiones sustantivas de 
la realidad humana, razón por la que 
no se puede reducir a su conceptuali-
zación y expresión en el plano jurídi-
co. Las concepciones antropológicas 
con las que se ha intentado develar 
su peculiar estructura constitutiva no 
sólo sirven para la sustentación de los 
criterios estimativos en base a los cua-
les se le otorga tutela jurídica sino que 
también son canales para la expresión 
de la valoración de los seres humanos 
de que parte un determinado autor. Sin 
embargo, lo que no podrá nunca ob-
viar un teórico serio y respetuoso de la 
humana existencia es que el valor de 
la persona se resume en su dignidad, 
y que ésta no es un valor instrumental 
sino fundamental porque es condición 
ontológica de toda vida humana, que 
por ser valiosa en sí merece ser respe-
tada por lo que es y no por su utilidad 
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